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1. Introducción

A mediados de los años setenta el modelo hegemónico del estado de Bienestar, ingresa en un proceso de cambio, con la emergencia de nuevas formas de organización económica, la aceleración de la innovación tecnológica, la inflación, la internacionalización de la producción y de las estructuras financieras, que modifican el esquema del régimen de acumulación. De esta manera, el estado bienestarista entra en un callejón sin salida. La solución vendrá de la mano del neoliberalismo, quien a partir de los años ochenta se impondrá como doctrina que intentará vencer por completo al Estado social transformándolo en un Estado Neoliberal.

Se inicia así, un proceso de reforma que como lo expresa García Delgado (1999) : “esta política de Reforma del Estado, apunta a la reestructuración de su aparato productivo y administrativo, con la idea de afirmar la supremacía del mercado por sobre el Estado para optimizar la asignación de recursos”.

Si bien muchas de las acciones emprendidas, suponían un aumento de la participación y la democratización de las relaciones sociales, ello no se vio traducido en prácticas concretas. No obstante, los efectos de la crisis social y económica, que trajo aparejada, en gran parte,  la reforma estructural, generó cursos de acción innovadores en el campo de las políticas sociales, creando nuevas instancias de participación, en la que los gobiernos locales tienen una incidencia mayor en la gestión de los programas sociales de los niveles jurisdiccionales superiores.

De esta manera, es el objetivo de la presente ponencia plantear un interrogante acerca de la idoneidad de los Consejos Consultivos Municipales como ámbitos de una efectiva participación de los diferentes actores para lograr la transparencia, equidad y democratización en la gestión de los programas sociales. En función de lo expuesto, se brindan algunas propuestas para tal cometido.

2. Reforma de Estado en Argentina

Argentina se presenta, en este nivel de análisis, como un caso paradigmático. Fue el país “modelo”, en lo que se refiere a implementar con una celeridad notable la Reforma del Estado.

Desde un punto de vista teórico, el Estado de Bienestar argentino, se estructuró como un régimen híbrido, en el sentido de que durante el período en el cual se extiende - desde fines de la década del ’40 hasta mediados de la década del ’70- la formulación e implementación de políticas públicas conjugaron principios universales, corporativos y residuales.

Con el advenimiento de la democracia en el año 1983, comienzan a gestarse los primeros síntomas del deterioro de un modelo de organización social, basado en una matriz Estadocéntrica
, que suponía un Estado interventor, activo y universal.

La hiperinflación fue el factor desencadenante de una crisis económica, que allanó el camino, para que una nueva figura política surgiera: Carlos Menem, quien, para contar con el máximo apoyo político necesario, estaba dispuesto a emprender un proceso de reformas pro-mercado.

Lo Vuolo (1993), expresa que “el gobierno de Carlos Menem es un claro ejemplo del caso latinoamericano más afín con las revoluciones neoconservadoras anglosajonas”. Así, a poco de asumir su gobierno, Menem asienta esta “revolución neoconservadora”
, en dos pilares: la Ley de Reforma del Estado y la Ley de Emergencia Económica.

Mediante la primera se declaró en “emergencia administrativa” a todos los organismos dependientes del Estado y se legisló acerca de las “privatizaciones y participación del capital privado”, estableciéndose una metodología para declarar “sujetos a privatización” a prácticamente todas las empresas y entes del Estado.

La Ley de Emergencia Económica, suspendió los subsidios que directa o indirectamente afectaban al Tesoro Nacional, así como establecía que los inversores extranjeros tendrían las mismas prerrogativas que los nacionales.

2. 1. Privatizaciones.

Fue la herramienta principal, entendiendo por ésta a “la transferencia desde el sector público al privado, del ejercicio de la competencia que la administración tiene respecto de determinada actividad”. (Salomoni, 1995).

Desde lo económico, el objetivo de esta política se sustentaba en la concepción de que el Estado, era deficiente en la administración de sus empresas y en las prestaciones de los servicios públicos. De modo que era el mercado, el único actor capaz de asignar eficientemente los recursos, generando competitividad, y maximizando así, el bienestar social.

Desde lo político, constituyó el sostenimiento de la legitimidad del régimen, quien aplicando con celeridad estas reformas, demostró que contaba con el poder necesario para emprender tales acciones. El resultado final de esta herramienta fue el “achicamiento” e las funciones del Estado, a quien se le restringió su función a un mero control de los prestadores privados
.

2.2.  Desregulación Económica y Liberalización Financiera y Comercial

Se inició un proceso de apertura económica que suponía la eliminación de aquellas restricciones fiscales que imposibilitaban el ingreso de nuevas empresas al mercado argentino. Es por ello, que estas medidas se implementaron conjuntamente con las privatizaciones. Así, fue necesario reformar el sistema normativo vigente, para garantizarle igualdad de trato, tanto a inversores nacionales como extranjero, instituyendo así la seguridad jurídica y reforzar la protección del derecho de propiedad.

Por otra parte, para propiciar la competitividad se pretendía que el mercado fuera quien fijara las tasas de interés, combinando esta política con la restricción de aranceles aduaneros.

Luego de políticas fallidas, en lo que a lograr la estabilidad se refería, surge en el año 1991, el denominado Plan de Convertibilidad, el cual suponía una tasa de cambio fijada por ley, que permitía la libre conversión del peso por el dólar y la restricción de la emisión monetaria por parte del Banco Central
.

2.3. Reforma laboral y Previsional

Funcional al esquema neoliberal que supone la mínima intervención del Estado en las actividades económicas, la flexibilización laboral tuvo como objeto disminuir la presencia estatal en las relaciones laborales, dejando librado al mercado el establecimiento de las pautas que regirían las relaciones entre el trabajador y el empleador. Ello estuvo amparado en un conjunto de leyes que tuvieron como resultado la acentuación de la precarización del empleo
.

Asociado a esto, se modificó el Régimen Previsional Público de Reparto, puesto que se creó, un régimen mixto de capitalización, por el cual el estado perdió la exclusividad en la prestación de servicios previsionales, conjugándose ambos regímenes en el sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP).

2.4. Las Políticas Sociales

El nuevo tipo de Estado neoliberal, supuso el cambio de los principios orientadores de las políticas sociales. Anteriormente las políticas se traducían en universales, en donde la idea que primaba era que el solo hecho de ser ciudadanos, facultaba para hacer uso de los beneficios que otorgaba el Estado. En la configuración del nuevo Estado que surge producto de las reformas, las ideas de focalización de las políticas públicas comienzan a prevalecer sobre los criterios universalistas, puesto que las mismas estaban orientadas a sopesar los efectos negativos de la aplicación de las reformas de estado, llegando a aquellos sectores más perjudicados, con el objetivo de evitar la profundización de la pobreza.

2.5. Descentralización

De acuerdo con Rondinelli, Nellis y Cheema (1986), la descentralización puede ser definida como “la transferencia de responsabilidades en la planificación, gestión, obtención y distribución de recursos, desde el gobierno central y sus agencias, hacia las unidades de campo de agencias de gobierno, unidades o niveles subordinados del gobierno, autoridades o corporaciones públicas semi-autónomas de mayor presencia, autoridades regionales o funcionales, u organizaciones no gubernamentales privadas o voluntarias”.

En Argentina se optó, en concordancia con limitar el alcance del sector Público Nacional, descentralizar servicios sociales. Principalmente, esta política implicó transferencias en materia de salud y educación, a las provincias
.

3. Algunas consecuencias de las Reformas

En 1995, producto de la Reforma de la Constitución Nacional, se produce la reelección del Dr. Carlos Menem. En este contexto de desenvolvimiento político, comenzaron a aparecer los primeros efectos del proceso reformista. Siguiendo a Novaro (2001) los efectos se pueden clasificar en tres grupos.

· Problemas macroeconómicos

En lo que respecta a las privatizaciones, las mismas trajeron aparejada una importante concentración de la riqueza en aquellos grupos económicos que se hicieron cargo de las empresas y los servicios públicos. En la mayoría de los casos, éstos eran tenedores de títulos de la deuda pública, lo cual facilitó al gobierno nacional capitalizar rápidamente parte de la deuda.

Por otra parte, la privatización se realizó sobre el supuesto de que el mercado podría garantizarle a los usuarios, tarifas adecuadas, eficiencia y calidad en la prestación. Sin embargo, previo al proceso de licitación o concesión, el Estado se encargó de modificar las tarifas vigentes. De modo tal que, los nuevos prestadores tuvieron el camino allanado hacia la obtención de ganancias extraordinarias.

A ello se le adicionó el hecho de que la tan mentada competencia fue truncada, debido a que el mercado, dependiendo de cada caso, presentó una marcada tendencia hacia la concentración económica de los prestadores, generando mercados monopólicos u oligopólicos.

Todo este proceso generó una nueva distribución de la riqueza y la propiedad, cuestiones que tuvieron un doble impacto: por un lado, se produjo una importante disminución de la tasa de empleo, producto de la racionalización del personal ejecutada desde el Estado, y continuada por los prestadores privados, como consecuencia de la introducción de nuevas tecnologías
.

La segunda cuestión, da cuenta del impacto de las privatizaciones sobre los usuarios. Si bien éste depende del tipo de consumo y del nivel de ingreso de cada hogar, el debate ha girado en torno a la dicotomía extensión del servicio por el mercado /universalización de la cobertura; situación que fue adquiriendo importancia a medida que la desigualdad y la pobreza fueron profundizándose.

Además, con el ingreso a través de los años de diferentes empresas internacionales al mercado argentino, con las consecuentes exenciones impositivas y otros tipos de beneficios, se perjudicó el desenvolvimiento de las empresas nacionales.

· Déficit social

Las políticas sociales diseñadas durante el gobierno de Carlos Menem, fueron consecuentes con la visión económica asumida, por lo tanto, éstas tuvieron como objetivo compensar las desigualdades generadas por el modelo de acumulación instalado.

 Sin embargo, el gobierno con esto pretendía también, contener la posible explosión de demandas que podían generar inestabilidades socio-políticas. Así, las políticas sociales actuaron como mecanismo de legitimación, a fin de evitar alteraciones en el status quo.

· Déficit institucional

El mismo estuvo representado por la ausencia de estructuras institucionales, capaces de actuar como entes de control del proceso, sumándosele a ello la irresponsabilidad de los agentes políticos en el diseño y en la implementación del mismo.

Esto se materializó en la fragilidad y complicidad del Poder Judicial y en la connivencia del gobierno con los principales grupos económicos, lo cual se tradujo en una proliferación de prácticas corruptas.

Otra cuestión, fue la puja fiscal entre el nivel central y las provincias, dado que ante el aumento de las responsabilidades funcionales de éstas, las mismas iniciaron un proceso de negociación política en cuanto a los recursos asignados y los porcentajes de coparticipación establecidos, primando los favores y la necesidad de conformar alianzas. Todo ello signado por la falta de transparencia en la gestión y la práctica constante de gobernar por decreto, traduciéndose esta situación en una carencia de autonomía y responsabilidad fiscal por parte de los gobiernos subnacionales (Oszlack, 2002).

 Finalmente la debilidad de las instituciones incapacitó gradualmente al gobierno para adquirir financiamiento externo, y para elaborar políticas de recuperación genuinas, no sometidas a los condicionamientos de los organismos internacionales de crédito; a partir de lo cual, éstos comienzan a “pilotear” la política fiscal y económica de nuestro país.

Lo expuesto permite aseverar que la pretensión de reducir el déficit fiscal fue a expensas de, por un lado, una distribución regresiva del ingreso y de la profundización de carencias estructurales en los grupos tradicionalmente marginados y, por otro, de la extensión de los costos sociales de la reforma a sectores de la antigua clase media, convirtiendo a éstos en “nuevos pobres”.

En octubre de 1999 se realizaron las elecciones presidenciales que consagraron el triunfo de la Alianza sobre el peronismo.

La Alianza surgió como la combinación de las dos fuerzas más importantes que, en ese momento, podían disputarle el poder al menemismo. Sin embargo, no presentaba una propuesta diferente en cuanto a la política económica, puesto que se mantenían los mismos lineamientos implementados por el gobierno anterior
.

La Alianza comenzó su gestión gubernamental, la cual estuvo acotada principalmente al recorte del gasto fiscal, lo que implicó una fuerte política de ajuste, que incluía reformas en el sistema previsional, tributario, en la regulación de los servicios públicos, en la composición del gasto y en la estructura institucional.

Como coalición política, la Alianza, no supo hacer frente a los problemas derivados, en gran parte de los casos, de las reformas estructurales. Así, a fines de 2001, estalla en Argentina una crisis, social, política y económica sin precedentes. Términos como “riesgo país”, “cacerolazo”, “corralito”, “piqueteros”, resuenan por todo el territorio.

Ante la renuncia del presidente De la Rúa, se produce una acefalía del Poder Ejecutivo, dando lugar a que se sucedieran, en un corto tiempo, diferentes figuras del espectro político peronista.  En el 2003, Nestor Kirchner “gana”
 las elecciones presidenciales, y si bien su programa de gobierno no presentaba grandes diferencias con respecto al de Menem o al de la Alianza, es preciso destacar que la nueva gestión encaró de manera diferente muchos aspectos de la institucionalidad argentina.

A los fines del presente trabajo interesa el papel que las políticas sociales de empleo han cumplido y cumplen hoy en relación al proceso descentralizador y al aumento de participación.

Siguiendo a Vilas (1997), cabe aclarar que considerando los caracteres de las políticas sociales en Argentina, durante los años ’90 –compensación social, asistencialismo, procíclicas y transitorias- su función legitimadora se activaba con mayor importancia en aquellas circunstancias en que las situaciones podían transformarse en focos de tensión política. Ello fue y es una consecuencia de que el Estado considera y aborda a la pobreza como una patología del sistema social.

4. Reforma de Estado y sus efectos en el nivel municipal.
Luego del traspaso de competencias y funciones desde el nivel provincial de gobierno a los niveles locales, sujeto al “Programas de Descentralización Provincial
”, operado  a fines de los años ochenta, las administraciones locales comienzan a incrementar sus cargas y diversificar sus actividades.

Es posible marcar tres etapas en la política de descentralización (Zilocchi G y Bressan J.C, 1997). La primera etapa, va desde fines de 1987 hasta fines de 1989, en donde comienza a “instalarse” social e institucionalmente la idea de la descentralización mediante la promoción directa, dirigida a los gobiernos locales, en pos de una implementación concertada entre los diferentes actores intervinientes.

Una segunda etapa comienza con la sanción de la Ley de Reforma del Estado 7850 y se prolonga hasta mediados del año 1995. Durante este período mediante un fuerte discurso eficientizador y economicista, se efectiviza la política descentralizadora, concretándose la transferencia de funciones, servicios y recursos de organismos del estado provincial hacia administraciones locales, sin considerar la gradualidad necesaria para realizar las mentadas transferencias acorde a las posibilidades reales receptivas locales de cada caso en particular.

La tercera etapa, marcada por la búsqueda del ajuste estructural general, con la amenaza de eliminar servicios provinciales que no fueran asumidos por las administraciones públicas municipales, se ejecutaron las transferencias.

La reducción del déficit fiscal heredado de la gestión Angeloz, constituyó el foco de atención, por lo que municipios y comunas sufrieron un duro ajuste, derivado en fuertes recortes en la coparticipación y en otros recursos financieros, lo cual tuvo amplias repercusiones en la calidad de las descentralizaciones operadas.

5. Nuevos abordajes en las Políticas Sociales y el rol del Municipio.

Además de su rol tradicional, relacionadas fundamentalmente con la prestación de servicios públicos municipales, los municipios deben encargarse de una serie de funciones, que comprende desde la gestión de servicios de salud, educación, programas de protección de medio ambiente, hasta la gestión de políticas sociales.

Teniendo en cuenta la cercanía que representa el estado municipal entre estado y sociedad (Tecco C, 1994) acentuado a partir de la elección directa de los responsables políticos locales, obliga a las autoridades  municipales a hacerse eco de las demandas emergentes de la comunidad local que, muchas veces, no se corresponden ni con las competencias que se le asignan formalmente, ni con sus recursos reales (Mas G y Spinelli G, s.d).

Los niveles crecientes de pobreza, desempleo y exclusión, asociado al descrédito de los partidos y del sistema político, la amenaza que comportaba la profunda crisis sobre el orden social y el crecimiento de nuevos movimientos sociales condujeron a sucesivas transformaciones en las políticas estatales (La Serna, 2004).

Los intentos del gobierno para contrarrestar los efectos que la crisis produjo, supusieron la elaboración de políticas sociales a partir de un enfoque más abierto y participativo. 

Por lo que se hacen necesarios esfuerzos conjuntos entre el sector público, el sector privado y las organizaciones de la sociedad civil (OSC) para emprender actividades que tiendan al mejoramiento de las condiciones de vida.

En este sentido, la Mesa del Diálogo Argentino (convocada durante el Gobierno de Duhalde) bregó por la atención a la emergencia. De esta manera, se decide poner en marcha un programa que toma como principal eje, al menos en el plano discursivo, la inclusión social. El Decreto 565/05 da origen al denominado Derecho Familiar de Inclusión Social (Golbert, 2004).

El mencionado derecho se instrumenta a partir del Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), que se planteó como objetivos prioritarios asegurar la concurrencia escolar de los hijos/as y el control de la salud, la incorporación de los beneficiarios/as a la educación formal y/o actividades de capacitación laboral para su futura reinserción laboral, la incorporación a proyectos productivos o servicios comunitarios, entre otros (Zibecchi y Calvi, 2003).

El diseño de este plan sigue una modalidad descentralizada, en tanto que su ejecución se efectúa a través de los Municipios, los cuales se reservan la aplicación y el seguimiento. Las provincias, por su parte, desempeñan un rol de asesoramiento y contralor general (La Serna, 2003).

A tales efectos, se han creado los Consejos Consultivos Provinciales y Municipales, como ámbitos  de participación en complementariedad entre el Estado y la Sociedad Civil, con el objetivo de garantizar la transparencia y la equidad de los programas sociales

.También se crea el Consejo Nacional de Administración, de Ejecución y Control para el Derecho de Inclusión Social (CONAEyC) que, al igual que los CCL, tiene la misión de asegurar la transparencia y la efectiva ejecución del PJJHD y en le cual funcionan tres comisiones: de Empleo y Trabajo Productivo; de Asistencia y Asesoramiento a CC y de Denuncias.

Según lo establece el marco normativo, los CC deben estar conformados por organismos representativos del ámbito de cada jurisdicción, comprendiendo desde organizaciones de trabajadores, empresarios, organizaciones sociales y autoridades gubernamentales, constituyendo una responsabilidad del gobierno municipal la convocatoria pública y amplia, que garantice la integración de todos los sectores en su constitución.

Entre las funciones que se prevén en los CC, se encuentra: a)- control sobre la inscripción, incorporación y real efectivización del PJJHD en cada jurisdicción; b)- solicitar las altas y  bajas de los beneficiarios y controlar su realización; c)- recibir e investigar las denuncias por irregularidades en el programa y , en el caso de ser comprobadas, solicitar las bajas; d)- controlar el cumplimiento efectivo de los requisitos correspondientes a la incorporación de beneficiarios; e)- evaluar las propuestas de proyectos de actividades comunitarias y de capacitación; f)- controlar y realizar el seguimiento de la ejecución de la contraprestación asignada a los beneficiarios.

5.1. Consejos Consultivos Provinciales (CCP).

La principal dificultad de este nivel jurisdiccional (Arroyo 2004) alude a la ausencia de un rol concreto, teniendo en cuenta la falta de especificidad en la ejecución de programas y los obstáculos para el acceso a la información que les solicitan municipios y organizaciones sociales.

A diferencia de los CCL -que tienen la tarea concreta de asistir a los beneficiarios en la ejecución de los proyectos y al CNAEyC- los CCP tienden a quedar “desdibujados” en su rol, en tanto la información no siempre es recibida. Al contrario, en la mayoría de los casos, existe poca vinculación con las instancias municipales, ya que no manejan información sobre los CCL o por que ven a éstos como instancias muy politizadas.

Arroyo (ob.cit.) describe cinco situaciones diferenciadas entorno a los CCP:

a)- CCP que inician tareas de articulación a partir del plan y que concentran esfuerzos en resolver problemas operativos de altas y bajas. Para este tipo de consejos, el PJJHD, les ha permitido construir espacios colectivos e intercambiar opiniones.

b)- CCP del PJJHD que se reconvierten a partir de experiencias previas como los comités de emergencia, consejos de planificación, etc.

c)- CC cuyo objetivo es definir las líneas generales de la política social de la provincia, focalizando su accionar en la distribución de recursos y la definición de prioridades.

d)- CCP vinculados a un programa específico. Este es el tipo de CP que se caracteriza por la participación e incidencia que tienen las organizaciones sobre las políticas públicas concretas.

e)- Consejos constituidos por miembros de organizaciones de la sociedad civil. No se trata de un modelo de consejo formalizado sino una red de organizaciones sociales, quienes generan sus propios espacios de intercambio sobre sus líneas de trabajo y sobre la realidad social y al que se acercan funcionarios de las áreas sociales con vínculos con estas organizaciones.

5.2. El caso de los Consejos Consultivos Locales (CCL).

Si bien la principal actividad de los CCL está dada por el control del PJJHD, se desempeñan también una serie de actividades (Arroyo, 2004), de las cuales, la atención alimentaria ocupa un lugar predominante. Las actividades educativas y de capacitación aparecen en un segundo lugar, en tanto que, en un tercer plano, se ubica el apoyo a emprendimientos  productivos como formas alternativas a la inserción laboral de los beneficiarios.

Entre los principales logros de los CCL que reconocen los integrantes, pueden citarse, en un porcentaje mayor el cumplimiento de objetivos y de transparencia en el manejo del Plan y, en menores proporciones, la construcción de espacios de participación y la puesta en marcha de diversos proyectos de contención social y capacitación.

Entre las debilidades que detectan los participantes, las mismas se refieren a dificultades organizativas y operativas. En una graduación menor, se presenta el problema de la discontinuidad en la participación de las organizaciones o sectores que no participan.

Los principales resultados (Clemente A. 2004) en esta primera generación de consejos, permiten aseverar ciertas regularidades sobre la inserción y proyección de espacios de desarrollo.

En cuanto a su funcionamiento, puede decirse que la falta de procedimientos y el exceso de tareas administrativas propias de un ámbito de gestión y no de un grupo de apoyo a la gestión es un motivo de disolución y desgaste prematuro de estas estructuras.

En lo que respecta a su capacidad de incidencia, la misma se vincula con la disponibilidad de recursos y la voluntad de que el esfuerzo de participación devenga en resultados concretos, que alimente nuevas metas. También, la falta de información y conocimientos específicos sobre legislación, normativas, etc. pueda actuar como factor neutralizador de la incidencia que puedan alcanzar los CC.

· Tipología de CCL

1). CC formalizados con escasa incidencia en el ámbito local. Generalmente mpulsado por las autoridades municipales y constituidas formalmente a partir de la puesta en marcha del PJJHD, pero que no han logrado institucionalizar las reuniones periódicas ni han tenido incidencia sobre el control de los benefociarios.

2). CC orientados hacia la auditoría social. Aquellos con baja particpación del sector provado y de las organizaciones sociales, que logran darle continuidad y periodicidad a la tarea.

Los representantes de las organizaciones sociales entienden a ese espacio como un ámbito importante para aditar la gestión municipal y los progranmas sociales, enfatizando el control de la transparencia y la rendición de cuentas a los vecinos.

3). CC sostenidos por propia iniciativa de miembros de organizaciones de la sociedad civil. Pertenece a las áreas metropolitanas, en ciudades de más de 250.000 habitantes. Se trata de una red de organizaciones que tienen encuentros periódicos, una problemática en común y en la que partcipan funcionarios vinculados al área social.

4). CC promotores de proyectos comunitarios o socioproductivos. Principalmente constituido por miembros del sector público y las organizaciones sociales, que ponen su mayor esfuerzo en generar proyectos para la inserción en el mercado de trabajo formal o informal.

La ausencia de la ONGs y la escasa presencia del sector pivado aparece como un problema de carácter estructural.

5). CC promotores del Desarrollo Local. Son instancias asociativas que se constituyen a partir de definir el perfil de desarrollo de su territorio. Tiende a incorporar al sector público, a las organizaciones sociales y define líneas estratégicas de desarrollo, tanto para el sector formal o informal de la economía.

Predomina la constitución de consensos alrededor del proyecto ciudad, la legitimidad de los actores intervinientes y la adecuación al contexto macroeconómico luego de la devaluación.

6. Consideraciones Finales: Algunas propuestas.

Teniendo en cuenta la descripción realizada acerca de los CCL, se considera que la creación de los mismos y su reglamentación formal es un importante avance en la democratización de las políticas sociales.

 En el plano formal, se evidencia una tendencias a lograr los objetivos de participación de los diferentes actores, de lograr la transparencia y equidad de las políticas sociales.

Sin embrago, la efectivización de estos objetivos y metas depende de ciertos factores que, varían en cada contexto. Así, se puede mencionar, entre otros, la capacidad del sector público de gestionar asociadamente con el sector privado, las organizaciones sociales y la sociedad civil en su conjunto, la capacidad de los CC de superar las dificultades de organización y de “retención”  de los actores intervinientes y la capacidad de estas estructuras para tener una verdadera incidencia en las políticas municipales
.


A continuación se esbozarán los lineamientos que, a nuestro juicio, constituyen importantes factores que son relevantes para un mejor funcionamiento y desempeño de los CCL, acorde con los objetivos con que fueron creados. Los mismos pueden sintetizarse en los siguientes puntos.

· Convocatoria e Involucramiento de los diferentes actores.  Es menester que la institución pública municipal –más allá de que la normativa se le imponga-  realice una convocatoria amplia y democrática para la constitución de los CC, motivando a los diferentes organizaciones, de los más diversos sectores, tratando de despojar a las administraciones públicas municipales de prácticas clientelares, paternalistas y prebendas políticas, cuestiones que obstaculizan cualquier tipo de iniciativa de desarrollo sustentable.
· Institucionalización. Es importante recalcar la creación de instrumentos normativos que tiendan a la participación efectiva, sin importar el partido político de turno. Ésta constituye una vía para atenuar la renuencia que presenta, principalmente, el sector privado a participar en este tipo de ámbitos.
· Ampliación y consolidación de las diferentes actividades de los CCM. Generalmente, se relaciona  el accionar de los CCM con actividades de corte netamente asistencialista, sin considerar que estas estructuras pueden ser gestoras de importantes iniciativas de desarrollo local. Nos referimos con ello a que, mediante los CCM, se pueden fomentar actividades productivas relacionadas, ya sea con la economía formal o social, que incluyen no solo a beneficiarios del PJJH, sino a la comunidad toda.
· Municipio y Políticas Sociales. En la búsqueda de un rol promotor, el estado municipal, a través del accionar conjunto con los CCM, puede diluir la estigmatización producida a los beneficiarios de los planes sociales en el imaginario colectivo. De esta manera, la relación que se establece entre pobreza –exclusión-plan tienda a mutar  hacia una relación que incluya a gestión asociada-inclusión-solución de problemas.
· Fortalecimiento y sinergia a escala local. Reconociendo las fortalezas, debilidades, amenazas y oportunidades, está en los CCM la posibilidad de crear estrategias de desarrollo productivo, que incluya toda la comunidad, enfatizando la solución a los problemas más urgentes.
· Participación Ciudadana. La participación de los diferentes actores a través de los CCL, en la elaboración de las políticas municipales, en cierta medida, implica una responsabilidad compartida y, por ende, un mayor involucramiento de la sociedad local en la gestión de la “cosa pública”.
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� Cunill Grau sostiene “ esta matriz no sólo expresa una regulación estatal de la economía, sino que supone un modo distorsionado de relación del estado con la sociedad y un patrón sesgado de toma de decisiones y de resolución de conflictos que se asienta en la mayoría de los países latinoamericanos, no obstante la diversidad de regímenes políticos.


Dicha matriz, por su parte, tampoco es casual. En realidad, el régimen social de acumulación, fundado en la dinámica de la industrialización para la sustitución de importaciones y cuya lógica es el proteccionismo, crea las condiciones para el desarrollo de una matriz de articulación política y social que implica una dependencia de los actores sociales emergentes (clase trabajadora industrial, burocracia estatal, clases medias urbanas ligadas a la industrialización) respecto de la actuación del estado, a la vez que una dependencia de éste respecto de dichos actores para el mantenimiento de sus políticas (Paramio, 1991:134-135)”.


� El consenso de Washington escrito por John Wiliamson a principios de la década del 90 estipulaba los mecanismos de reforma que debían implementar los países latinoamericanos para escapar de la crisis. El mismo comprendía: Disciplina Fiscal, Redireccionamiento del Gasto Público, Reforma Impositiva, Liberalización, Tasa de Cambio Competitiva, Apertura a la inversión extranjera directa, Privatización, Desregulación, Respeto a los derechos de propiedad. Estas prescripciones no supusieron cuestiones de tipo redistributivo, puesto que se vería fehacientemente en las consecuencias equitativas que traería aparejada la entronización del mercado.


� A entender de Lo Vuolo (1993), “la coalición política neoconservadora no se define por su corte ideológico, sino más bien por una clara estrategia de distribución de recursos y prebendas, como un espejo de la propia dinámica política que alimentó al Estado de Bienestar”.


� Considerando lo expuesto, la privatización de ENTEL y Aerolíneas Argentinas, fueron el símbolo de la radicalidad de la propuesta menemista.


� Ello evidencia una contradicción, ya que la lógica del proceso de reforma suponía que el libre accionar del mercado fijaría los precios, aquí, sucedió que fue el estado quien los fijó a través de la ley de Convertibilidad.


� Entendiendo por esto, el deterioro de las condiciones de trabajo, el crecimiento del número de subempleos, empleos en negro, acuerdos salariales fuera de los convenios, etc.


� Ello trajo como consecuencia la dependencia estructural de las provincias respecto del nivel central, traduciéndose la asignación de recursos en lealtades políticas y no en indicadores que reflejaban las verdaderas necesidades de cada nivel provincial.


� La masa de trabajadores desocupados se enfrentó a la falta de reinserción en el corto plazo, lo que propició que la misma comenzara a actuar como “ejército de reserva”, presionando el salario hacia la baja y deteriorando las condiciones de trabajo de los que aún se encontraban insertos en el mundo laboral.


� Esto fue consecuencia de que la Alianza prefirió hacerse eco de la importancia que reportaba para la sociedad la paridad cambiaria, a correr el riesgo de presentar un modelo económico que pusiera en jaque a la convertibilidad.


� Cuando se realizan las elecciones presidenciales, las fórmulas Menem-Romero y Kirchner-Scioli, al no contar con la mayoría necesaria, van a ballotage. Días antes del mismo, el candidato Menem expresa que no participará de la contienda electoral, por lo que la fórmula de Néstor Kirchner llega al poder con aproximadamente el 23% de los votos.


� Ello se ve reflejado en los cambios que se han operado en la estructura institucional a partir de la extirpación de los resabios menemistas enquistados en el Poder Judicial, y la reapertura de las causas judiciales por la violación de los Derechos Humanos durante el último proceso militar; así como también su acercamiento a dos de los mandatarios latinoamericanos más “progresistas”, como son, Lula en Brasil y Chávez en Venezuela.


� El mismo se sustenta jurídicamente en la Reforma Constitucional de la Provincia de Córdoba de 1987 –que le otorga plena autonomía a las localidades de diez mil habitantes o más y amplias competencias materiales a las que se sitúan por debajo de dicho umbral- y en la ley Nª7850, correlato de las Leyes de Emergencia y Reforma de Estado (Tecco C. Y Lucca C, 1998:24)


� Fuente:www.desarrollosocial.gov.ar


� Los factores mencionados  no se agotan en esta enumeración, sino que cada caso presenta especificidades , las cuales merecen un análisis más exhaustivo, que excede los límites de este trabajo.
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